Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 16 minutos) 

Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Proyecto de ley con exposición de motivos, presentado por lo señores Senadores Isaac Alfie, 
Juan Justo Amaro y Julio María Sanguinetti, relativo al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Se 
modifican y derogan disposiciones de la Ley N* 18.083, de 27 de diciembre de 2006, que hacen aplicable el 
citado Impuesto a jubilaciones, pensiones y prestaciones de seguridad social de similar naturaleza. 
(Carpeta N* 1103/2008, Distribuido N* 2320/2008).” 


La Mesa informa que, a solicitud del señor Senador Alfie, se ha incorporado dicha iniciativa como 
tercer punto del orden del día de la sesión de hoy. 


Correspondería ingresar ahora al orden del día y considerar el proyecto de ley remitido por el 
Poder Ejecutivo “Seguros Agrícolas. Se establece un plan anual”. Cabe recordar que el señor Senador 
Mujica había quedado en realizar algunas consultas, pero como todavía la Comisión no tiene conocimiento 
sobre si las mismas se llevaron a cabo, propondríamos pasar este tema como primer punto del orden del 
día de la próxima sesión, salvo que se quiera hacer alguna observación. 


(Apoyados) 


En consecuencia, pasaríamos a considerar el segundo punto del orden del día: “Proyecto de ley 
remitido por el Poder Ejecutivo, por el que se modifica la carta orgánica del Banco Central del Uruguay.” 


Con respecto a este punto la Mesa considera que habría que definir una metodología de trabajo, 
en tanto la Bancada que represento todavía tiene que mantener algunas conversaciones. En todo caso, si 
los señores Senadores así lo quieren, se podría comenzar a analizar el proyecto de ley artículo por artículo 
y postergar aquellos sobre los que tenemos que realizar algunas consultas internas pendientes. De lo 
contrario, se podría posponer la consideración de toda la iniciativa. La Mesa queda a disposición de lo que 
los señores Senadores determinen. 


SEÑOR ABREU.- Creo que si realmente no hay un acuerdo político en la mayoría, podríamos discutir el 
tema, pero me gustaría que nos enfrentáramos a una situación más segura. 


Sin perjuicio de ello, quiero agregar que hace ya mucho tiempo recibimos el asesoramiento del 
equipo económico -incluso del Banco Central- y, si no me equivoco uno de los principales asesores que 
nos dio su visión, hoy está ocupando el cargo de Presidente del Banco Hipotecario, el economista Polgar. 
Por tanto, mientras se buscan algunas ideas y se encuentra un acuerdo, quizás sería bueno revivir el tema 
con algún asesoramiento adicional u opinión de economistas que nos puedan ilustrar sobre cómo ha ido 
evolucionando el sistema del Derecho Comparado. Incluso, más allá de los temas jurídicos, es cierto que el 
comportamiento de los bancos centrales a nivel mundial, en el marco de la crisis actual, tiene influencia, 
sobre todo, en función de cómo se enfrentan las distintas dificultades que se plantean. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si los señores Senadores están de acuerdo, parecería lógico pedir 
asesoramiento al señor Ministro o al señor Subsecretario, economista Mario Bergara. 


SEÑOR COURIEL.- Personalmente, preferiría que el tema se postergara hasta que la mayoría del 
Gobierno encuentre la salida más conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia consulta al señor Senador acerca de si, una vez que exista 
acuerdo, automáticamente pedimos el asesoramiento que solicitó el señor Senador Abreu o volvemos a 
discutir el tema. 


SEÑOR COURIEL.- En realidad, lo que estoy planteando es que se postergue el asunto; luego veremos 
hasta dónde llegamos. 


SEÑOR ABREU.- Comprendo que se postergue la decisión, pero como el punto figura en el orden del día 
y fue una iniciativa del Poder Ejecutivo —comprendo que existan distintas visiones—, creo que es bueno 
para los propios señores Senadores ir avanzando en el tema. No tiene por qué haber un asesoramiento 
directo del Poder Ejecutivo, sino que podemos recabar la opinión de personas que tengan conocimiento 
sobre este tema, sin necesidad de que exista un criterio político partidario o sectorial. Simplemente, se 
trataría de una ayuda para que nosotros, como Legisladores, podamos ir avanzando teniendo en cuenta 
algunas opiniones, sin ingresar en discusiones políticas o de carácter sectorial. De todos modos, me 
avengo a lo que la mayoría decida. 


SEÑOR COURIEL.- En un proyecto de ley de esta naturaleza es absolutamente normal que se pida 
asesoramiento a distintas instituciones y economistas. Es así como lo he pensado muchas veces e, incluso 
estimo que sería buena la concurrencia de algunos ex Directores del Banco Central. ¡Ojalá pudiéramos 
tener al contador Mario Bucheli para que nos ayudara en este tema! Pero, insisto, como se trata de un 
asunto que todavía está pendiente a nivel de nuestra Bancada, preferiría postergarlo. Cuando estemos en 
condiciones, con mucho gusto voy a solicitar que concurran los economistas a la Comisión a efectos de 
asesorarnos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás se pueden conciliar ambas propuestas. En ese sentido, se puede 
postergar esta cuestión por dos o tres sesiones para que el partido de gobierno llegue a un acuerdo, y 
cuando recomencemos a considerar el tema —o incluso antes— se puede recabar la opinión de los señores 
Senadores acerca de a quién le podemos solicitar asesoramiento, a efectos de proceder de la forma más 
breve posible. 


Si los señores Senadores están de acuerdo con esta propuesta, se posterga la consideración del 
proyecto de ley relativo al Banco Central del Uruguay. 


La Comisión pasa a considerar el punto que figura en tercer término del orden del día: 
“Impuesto a la Renta de las Personas Físicas (Carpeta N* 1103/2008. Distribuido N* 2320/2087. 


Para referirse a este tema, tiene la palabra el señor Senador Alfie. 


SEÑOR ALFIE.- Con respecto a este asunto quiero decir lo siguiente. Los hechos son bien conocidos por 
todos y, a nuestro entender, revisten singular importancia. Por ello, la Bancada completa de Senadores del 
Partido Colorado presentó este proyecto de ley el mismo día que se conoció la primera sentencia. Más allá 
de consideraciones personales acerca de si el fallo está bien o mal —porque, claramente, las opiniones 
pueden ser diversas—, podemos señalar que en otras circunstancias han ocurrido cosas, no exactamente 
iguales pero sí parecidas. Al respecto, recuerdo dos. Una de ellas fue la revaluación del famoso 107,7%, 
en el año 1987 ó 1988. En este caso, la interpretación de algunos pasivos fue que ese era el mínimo de 
aumento de pasividades y, la del Poder Ejecutivo de ese momento —se trataba de una revaluación de 
pasividades de abril de 1986- fue que era el mínimo pero, en promedio y no de a uno. Lo que hizo el 
Poder Ejecutivo en aquel entonces fue aumentar mucho las pasividades más sumergidas y menos — 
pero siempre igual o por encima de la inflación— las más altas. En promedio el total del aumento fue 
superior —creo que estaba en el 119%-, cuando la ley —que era el Acto Institucional N* 9- marcaba el 
107,7% como mínimo. Recuerdo haber visto la sentencia de la Suprema Corte de Justicia por la que se 
declararon inconstitucionales los aumentos inferiores al 107,7%; fue la primera vez —en aquel momento era 
muy joven— que leí una sentencia de la Suprema Corte de Justicia. Y los argumentos no tenían nada que 
ver con lo que había pasado en la realidad; la fundamentación era otra cosa. Pero la Suprema Corte de 
Justicia falló, y lo que se hizo en aquel instante fue directamente aplicar el 107,7% a todo el mundo, con el 
primer fallo, es decir, no se esperó a que hubiera más de cien mil fallos. En aquel momento los afectados 
eran menos; creo que eran poco más de treinta mil. 


La segunda instancia estuvo referida a una revaluación de pasividades militares. Concretamente, 
luego de la modificación constitucional del año 1989, se entendió por parte de la Caja Militar que no le 
correspondía esa forma de revaluar pasividades. Se presentó un recurso —creo que esto ocurrió en 1992— 
a la Suprema Corte de Justicia, hubo una primera sentencia que determinó que la norma debía aplicarse a 
todos, y lo que hizo el Poder Ejecutivo en aquel momento fue enviar un proyecto de ley inmediatamente, 
acatar y pagar la diferencia, es decir, pagar lo que no se había pagado antes. De esta manera se evitaron — 


al igual que en la oportunidad anterior— los juicios de reparación individuales, que seguramente se van a 
comenzar a iniciar ahora a medida que vayan saliendo las sentencias. 


Por nuestra parte, entendemos que este caso es exactamente igual. En el segundo ejemplo que 
cité, creo que el fallo de la Corte fue correcto, pero lo que opine personalmente o lo que opine cualquiera 
de nosotros, no tiene ninguna importancia. Lo único que tenemos que hacer es acatar, nos guste o no nos 
guste, porque así funciona la República, y creo que estamos en una República. 


En este momento, además, hay quince fallos —en los casos que mencioné había sólo uno—, que 
abarcan a varios miles de personas. Es cierto que los beneficiados por las sentencias no deben ser ni el 
2% del total, porque los afectados son 140.000. En este sentido, quiero dejar constancia de que no es 
cierto lo que dicen el Poder Ejecutivo, el Presidente del Banco de Previsión Social y el Presidente de la 
República; es absolutamente falso. Hay una gran cantidad de pensionistas con pensiones mínimas que 
están pagando el impuesto, porque suman con salarios en actividad, y lo están pagando a tasas del 10% o 
15% según su sueldo. De la misma manera, hay una gran cantidad de jubilados, en especial, militares, que 
tienen jubilaciones muy bajas, porque, como se sabe, si un militar no llega a determinado rango tiene que 
retirarse; entonces, en muchos casos tienen también un trabajo. 


En definitiva, nos parece —y por eso presentamos el proyecto— que hay principios para preservar. 
Por un lado, está el principio de igualdad ante la ley; no puede ser que una ley valga para unos y no para 
los demás. También hay que preservar el principio de certeza jurídica; no es posible que cada persona que 
se jubile tenga que iniciar un juicio de inconstitucionalidad y, según la integración de la Corte que le toque, 
pague o deje de pagar el impuesto. Nos parece que no corresponde que se dé esta situación y, por lo 
tanto, deberíamos derogar el impuesto en este caso. Además, entendemos que el monto total, en este caso 
y dadas las circunstancias, no puede hacer mucha mella a las finanzas públicas, porque es el 0,4% del 
Producto Bruto Interno, que fácilmente se cubre con los aumentos de recaudación producto del 
crecimiento. De hecho, el aumento de recaudación que financia esto representa algo más de un trimestre y 
un poco menos de un cuatrimestre de crecimiento. Esta cuestión es bastante anecdótica, porque en 
realidad no queda más que acatar lo dispuesto, pero no se debe poner presión en otras variables de la 
economía en el corto plazo. 


Por estas razones hemos decidido presentar un proyecto de ley que básicamente —según el texto 
original- elimina a las jubilaciones y las pensiones como sujeto pasivo o hecho generador de renta. 


En el artículo 6 se establece un plazo para la devolución del dinero —que puede ser discutible y 
respecto del cual estamos abiertos al diálogo—- a fin de evitar los juicios de reparación que, en nuestra 
opinión, no tienen sentido pues van a costar más caro ya que seguramente van a empezar los recargos y 
las actualizaciones. 


El artículo 7% es funcional, relativo a la herencia en caso de fallecimiento. 


En el artículo 8% se determina la forma de cobro en caso de atraso por parte del Estado. Esta 
disposición está tomada de la Ley de Rendición de Cuentas del año 1987 que fue votada a fines de 1988. 


El artículo 9% es de cobertura y quizás se lo pueda considerar innecesario, pero ante la duda, se 
prefirió incluirlo porque si de todos los artículos anteriores se omitió mencionar como base imponible del 
Impuesto a alguna jubilación o pensión, o como sujeto a ser gravado a un jubilado o pensionista, quedaría 
derogado por esta disposición. 


Este es el proyecto de ley, su explicación y su esencia. 


Por último, señor Presidente, creo que si el Poder Ejecutivo, el Gobierno en general, desea 
mantener el impuesto y jugarse a que una nueva integración de la Suprema Corte de Justicia avale la 
constitucionalidad del IRPF —que claramente es harto discutible, como lo demuestra el tres a dos—, lo que 
debería hacer es aceptar esta ley, derogar el impuesto, devolver el dinero recaudado, votar un nuevo 
impuesto, y comenzar otra vez el camino. De lo contrario, nos veremos en un estado de cosas en el cual 
algunos van a pagar y otros no lo harán, y de aquí en más, cada vez que cambie la integración de la 
Corte o que se sortee un Juez —al parecer habrá sorteos de Jueces a partir de ahora-, las situaciones van 
a ser totalmente diferentes, lo cual hará un gran daño a la democracia. 


Muchas gracias. Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Quiero dejar la constancia de que el Poder Ejecutivo, fundamentalmente a través de 
su Ministro de Economía y Finanzas —no sé si algún otro miembro del Gobierno ha hecho referencia al 
tema-—, no ha dicho ni que sí ni que no a ninguna fórmula. Por ello, me interesa señalar que valoramos 
mucho el esfuerzo realizado por el Partido Colorado que ha estudiado el tema y presentado fórmulas, así 
como la exposición del señor Senador Alfie, que ilustra una cuestión compleja y altamente polémica. 
Consideramos que constituyen aportes a la reflexión que todos los uruguayos nos debemos sobre un tema 
que evidentemente se ha instalado en la opinión pública, sobre todo en aquellos jubilados a los que se les 
realiza el descuento, y es muy bueno recibir todas las opiniones. Por lo tanto, quiero precisar que el Poder 
Ejecutivo no ha tomado ninguna posición, aunque sí dijo que no parece conveniente legislar al golpe del 
balde o al grito. En definitiva, el señor Senador Alfie ha mencionado que los recursos en juego no son el 
problema principal de la cosa, por lo que habría que tomarse un tiempo para tener un panorama más 
completo de la situación. Además, hay que tener en cuenta que se trata de un fallo dividido y que anteriores 
miembros de la Suprema Corte de Justicia —algunos de ellos actuaron en ocasión del fallo de 
inconstitucionalidad del IRP— han dicho que no comparten el fallo mayoritario. Tampoco hay que olvidarse 
del dictamen del Fiscal, que claramente incursiona en aspectos de la teoría económica y no estrictamente 
en lo que tiene que ver con el Derecho, y la propia lectura de los argumentos que han expuesto las 
mayorías para fundamentar el 3 a 2 con que la Corte se ha expedido en todos los casos. Creo que eso 
hace a la cosa. 


Bienvenidos sean los antecedentes que menciona el señor Senador Aflie, que son de recibo, 
pero también lo son los datos que nos muestra la realidad sobre el episodio. 


Por último, quiero hacer una pregunta al señor Senador Alfie que, además de su conocimiento en 
materia económica, que es indiscutible, parece que ha releído los antecedentes a los que hizo mención. 
Quisiera saber si en esos casos que él mencionaba los fallos de la Suprema Corte de Justicia fueron por 
unanimidad o discutidos, como en este caso. 


SEÑOR ALFIE.- No releí los antecedentes; sólo los recuerdo de memoria porque fueron casos bastante 
paradigmáticos, al igual que lo fue el relativo al impuesto a los vehículos gasoleros. Son los casos más 
grandes que uno ha visto, básicamente, por la importancia que tenían en función del lugar en que 
trabajaba. La verdad es que no recuerdo si se trataba de fallos divididos. 


SEÑOR ABREU.- No quiero entrar al tema de fondo sino dejar en claro que el camino que está recorriendo 
el señor Senador Baráibar no es adecuado desde el punto de vista jurídico. No se puede estar haciendo 
valoraciones sobre el pronunciamiento de un órgano en función de que las decisiones hayan sido tomadas 
por determinada mayoría. Con este criterio, podemos decir que muchas de las decisiones que se toman 
por las mayorías parlamentarias son absolutamente improcedentes y que, por lo tanto, no representan la 
voluntad del órgano. Lo importante es la voluntad del órgano, sin importar cuántos son los votos de la 
mayoría. Traer a discusión en el ámbito de la Comisión un argumento sobre la base de que los 
antecedentes pudieron haber tenido o no mayorías o minorías distintas, me parece que es un antecedente 
político y jurídico no recomendable. 


Podemos discutir la oportunidad de este planteo y algunos otros temas, pero no si las mayorías o 
las minorías pueden cambiar, porque estaríamos desconociendo la voluntad de un órgano, que es 
absolutamente ajena al pronunciamiento de sus mayorías o minorías. 


SEÑOR ALFIE.- Para terminar, quiero decir que comparto plenamente lo dicho por el señor Senador Abreu 
en cuanto a las expresiones del señor Senador Baráibar acerca de las mayorías y minorías. Además, creo 
que es un comentario que no viene al caso porque son cosas totalmente independientes. Aquí lo 
fundamental, lo de fondo, es que hay una decisión de un Poder independiente del Estado que podemos 
compartir o no, pero lo que no podemos hacer es no acatarla. El acatamiento, desde mi punto de vista, 
implica que todos sean iguales, es decir, que es inconstitucional para todo el mundo, por más que nuestra 
Constitución diga que es aplicable caso a caso. El señor Senador Breccia, que es más versado que yo en 
estos aspectos, me acota que es la ley y no la Constitución la que establece eso. 


De todas maneras, el tema de fondo no es una mayoría o minoría circunstancial, sino la 
separación de Poderes, que diría que es el “Montesquieu” básico. En estos momentos y según nuestro 
punto de vista, nosotros estamos haciendo tambalear esas cosas. Reitero, la sentencia de la Justicia —sea 


de un Juez o del Tribunal de Apelaciones- nos puede gustar o disgustar, nos puede parecer justa o injusta, 
porque esto es muy subjetivo. Hay que tener en cuenta que no se trata de una vara única porque los 
criterios de la Justicia varían y, además, como seres humanos, se puede errar, así como también acertar. 


No obstante, nosotros entendemos que así funcionan las cosas en nuestro estado de Derecho, y 
por eso presentamos este proyecto de ley y actuamos de la manera en que lo hicimos en el pasado, aún 
cuando el gobierno era del Partido Colorado. Recuerdo claramente que en aquel entonces, luego de leer el 
fallo se lo comenté a mi jefe, que era el contador Davrieux. Él me dijo que, efectivamente, consideraba que 
el fallo no tenía nada que ver pero que no se podía hacer nada al respecto y que había que cumplirlo. 
Recuerdo también que el fallo hablaba de cosas como que había una disminución del poder adquisitivo - 
que no existía porque, en todo caso, había aumentado más que la inflación en la jubilación- y cosas por el 
estilo, que no eran coherentes con la sentencia. Es decir que los fundamentos de la sentencia no eran los 
que daban lugar a esa conclusión. Sin embargo, la conclusión estaba y así se cumplió. 


Es todo. Muchas gracias. 


SEÑOR BRECCIA.- Quiero hacer una primera consideración. He insistido, en las reiteradas veces en que 
se me ha pedido opinión sobre esto, en que si bien no dejo de reconocer que, desde el punto de vista 
político, este es un tema que da réditos importantes, fundamentalmente, para la oposición —creo que todos 
estamos contestes en eso-, como flanco que eventualmente le pueda servir para atacar una política del 
Gobierno dentro de lo que es la lucha política en sus parámetros aceptables, también creo -por lo poco que 
he podido consultar del tema con gente más avezada en materia económica- que, efectivamente y como 
decía el señor Senador Alfie, no nos va la vida en este tema. Me parece que al país le va la vida en muy 
pocos temas; a veces nosotros, los integrantes del estamento político, levantamos la voz y hasta bajamos 
los argumentos pensando que el mundo se termina ese día pero, en realidad, las cosas siguen 
funcionando. 


No obstante, quería hacer algunas consideraciones que también he reiterado en varias 
oportunidades en que se me ha pedido opinión sobre este asunto, fundamentalmente, para reforzar un 
argumento que vengo manejando quizás en solitario, pero que me parece absolutamente válido. Pienso 
que tenemos que ser claros. Cuando el Gobierno manifiesta que va a aguardar una secuencia de fallos 
que, de alguna manera, indiquen la tendencia jurisprudencial en este aspecto —reconozco que también hay 
una cuestión de conveniencia política y desconocerla sería bastardear el argumento-, debemos tener en 
cuenta que, en este caso, se ha dado una situación muy particular. Me refiero específicamente al hecho de 
que la Suprema Corte de Justicia recibió los recursos con plazos absolutamente exiguos para sentenciarlos 
antes de que su integración variara. 


Esto lo he dicho reiteradamente durante los 20 ó 30 días transcurridos luego de emitido el primer 
fallo y, para mi satisfacción, ha sido ratificado por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, el doctor 
Ruibal Pino, en un reportaje concedido ayer al Diario “El País”. Ante ese medio de prensa, él reiteró lo que 
yo ya había manifestado en cuanto a que era injusta la acusación que, de alguna manera, se había hecho 
a la Corte desde diversos estamentos —aclaro que no hablo de nadie en particular-, como mi propia 
corporación, el Colegio de Abogados, en el sentido de dilatar los fallos y de urgirla a fallar, cuando todos los 
operadores del Derecho sabemos que la Suprema Corte de Justicia, hasta hace tres o cuatro años, 
disponía de un promedio de cinco años para el estudio de los fallos y, dos o tres años atrás, la nueva 
integración redujo sensiblemente ese plazo, pasando a ser en promedio de un año y medio. 


Cabe destacar que los recursos presentados contra el IRPF aplicado a las jubilaciones se 
plantearon entre febrero y junio de 2007, por lo que ni siquiera se había cumplido el plazo promedio de que 
disponía la Suprema Corte de Justicia para fallar. El doctor Rubial Pino, en el reportaje que le hizo el diario 
“El País” —sus expresiones aparecen entre comillas y no han sido desmentidas, por lo que considero que 
son verdaderas y que reflejan lo que dijo- expresa: “Fallamos en un plazo absolutamente exiguo. Las 
filtraciones que se produjeron, evidentemente colaboraron a que tuviéramos que fallar en ese plazo 
absolutamente exiguo y quizás debimos haber esperado la nueva integración de la Corte, porque todos los 
Ministros sabíamos que 360 recursos no se resolvían en los 15 días que faltaban para que la doctora 
Bossio cesara”. Como todos comprenderán, una vez que se conoció el dictamen de la doctora Bossio, ella 
no se iba a ir para su casa diciendo que dejó un dictamen en contra y que se ¡ba sin firmar ningún recurso. 
Era obvio que ella tendría que plantear su posición allí. 


Con respecto a este tema se han dado circunstancias muy especiales. Creo que, más allá de la 
conveniencia política que esto tiene, también se podría haber visto el otro lado del asunto, porque cuando 


los Legisladores de la oposición alegan que esto configura una alteración del derecho de igualdad, 
evidentemente estamos ante un argumento fuerte. Más allá de las consideraciones políticas, me parece 
que esto obedece a una realidad, en el sentido de que la Suprema Corte de Justicia iba a cambiar su 
integración durante el análisis de los recursos y quizás —aclaro que estoy diciendo todo esto para que 
conste en la versión taquigráfica, pero no lo voy a manifestar en ningún reportaje-, deberían haber 
esperado a que asumieran los nuevos integrantes para que se diera una situación más prolija. Pero eso no 
pasó y todos sabemos lo que sucedió. Pienso que tenemos que ser muy cautos al decir que hay que acatar 
los fallos de la Suprema Corte de Justicia. Obviamente es así; los fallos deben ser acatados. Ahora bien; el 
ordenamiento jurídico patrio, dice que los fallos de la Suprema Corte de Justicia valen para el caso 
concreto. Eso no es gratuito y está establecido como control concreto de constitucionalidad frente a otros 
sistemas que tienen un control general de constitucionalidad. Por lo tanto, en uno u otro sentido, los fallos 
de la Suprema Corte de Justicia valen en forma general. Pero debemos tener cuidado, porque, aunque en 
ciertos casos se establezca el control general de constitucionalidad, hay algunas situaciones de Derecho 
Comparado en que dichos fallos requieren —sería una especie de contracara de esa generalidad que se 
adjudica al fallo- una mayoría especial para ser dictados en algunas materias. Por mi parte, estoy 
abogando por una reforma en tal sentido, porque creo que el estamento político —digo claramente que no 
estoy hablando de una modificación por el hecho de que la fuerza política de Gobierno sea la que yo 
integro, sino que, como expresé claramente, esto es para el futuro y no implica afectación alguna de lo que 
pudiera resolver la Suprema Corte de Justicia con relación a los asuntos sobre el IRPF que aún tiene a 
estudio- debería plantearse muy seriamente que hay situaciones como, por ejemplo, la aplicación de 
políticas tributarias, que no pueden estar sometidas a mayorías relativas, sino que requerirían mayorías 
especiales. En fin, en todo caso, es un tema que se deberá estudiar. 


Pido disculpas por la extensión de mi intervención, pero para terminar quiero señalar que también 
he venido insistiendo —lo he hecho públicamente y, más allá de que considero legítima la intención de 
obtener un rédito político- y exhortando a los colegas para que seamos cautos a fin de no sembrar 
determinados vientos que después generan tempestades que resultan incontrolables hasta para nosotros 
mismos. Reitero que debemos ser cautos porque el hecho de que algunos ciudadanos puedan ser 
amparados por un fallo y otros queden excluidos, no significa una alteración del orden público ni significa 
una alteración del sistema jurídico, sino que resulta de la aplicación estricta del Derecho vigente. La 
existencia de fallos contradictorios dictados por Tribunales de la misma jerarquía es normal en el 
funcionamiento del Derecho, como también lo es la existencia de fallos contradictorios dictados por 
tribunales colegiados con una u otra integración. ¿Es deseable? ¿Aparece como algo positivo? No, pero es 
normal. 


No pretendo ser apocalíptico, pero, en un tono muy mesurado, exhorto a los señores Senadores 
a que tengamos cuidado con las afirmaciones que se realicen en un sentido u otro sobre esta materia. En 
el caso de acatarse los fallos de la Suprema Corte de Justicia, tal como lo establece el ordenamiento 
jurídico respecto a esta situación o en el caso de que mañana dictaminara otra cosa, no estamos ante la 
alteración del orden jurídico ni del sistema de derecho, ni de las garantías constitucionales, sino frente a 
una consecuencia, quizás no deseada, que surge de la aplicación estricta de ese sistema jurídico que 
defendemos por sobre todas las cosas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Agradezco las expresiones del señor Senador Breccia, porque realmente los 
argumentos y los datos aportados han ilustrado a quien habla y a todos los aquí presentes. No tengo 
dudas de que los integrantes de esta Comisión buscamos la verdad tratando de aproximarnos a la realidad. 
Por ello, cualquier argumento que enriquezca el análisis de este tema siempre va a ser bienvenido. 


Por otra parte, si mis palabras no fueron lo suficientemente claras, tal como lo he dicho en varias 
ocasiones y públicamente, no deben quedar dudas acerca de que los fallos de la Suprema Corte de 
Justicia van a ser acatados. Reitero: no hay dudas de que el Poder Ejecutivo va a actuar en consecuencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ya lo está haciendo, señor Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- En cuanto a las etapas del proceso —no sé muy bien si el tiempo es pasado, 
presente o futuro— quiero recalcar que los fallos se van a acatar. Esa ha sido nuestra concepción esencial. 


Debo decir también que muchas veces la oposición ha hecho la enumeración de casos en los 
que se nos atribuye la violación de la Constitución de la República —los tengo guardados en un lugar 
especial, pues cuando debamos hacer el balance de la situación mostraremos cuánta fuerza tenían esas 
acusaciones-, y sé que hay situaciones que son opinables, pero no tengo la menor duda —en los 37 años 
de vida de nuestra fuerza política nunca tuve esa duda— de que el apego a la Constitución ha sido un 
elemento esencial en nuestra conducta política y lo fue, precisamente, en circunstancias muy adversas en 
las que se había violado la Constitución como durante la dictadura. En ese período, se podría haber 
pensado que, de hecho, ya había sido derogada la Constitución por la vía de la dictadura militar y que, en 
alguna medida, se podía intentar un nuevo ordenamiento jurídico del poder central. Pero no, la posición del 
Frente Amplio siempre fue intentar recobrar la plena vigencia de la Constitución lo antes posible, e hicimos 
todo lo que contribuyera a avanzar en esa línea para fortalecerla. Es más, estando proscriptos, apoyamos 
el plebiscito del 80 contra la reforma que nos quisieron imponer, que felizmente con el apoyo de todas las 
fuerzas políticas tuvo un resultado negativo. Asimismo, cuando estábamos proscriptos y nuestro partido no 
pudo participar, apoyamos el proceso del 82, porque entendíamos que ayudaba al avance del 
restablecimiento de las condiciones; algunos de nuestros compañeros entendieron que había que votar en 
blanco, otros se pronunciaron por el Partido Nacional y otros lo hicieron por el Partido Colorado. ¡Y 
bienvenido sea, porque todo ayudó! Y participamos en el pacto del Club Naval, porque entendíamos que 
era la única salida. La historia nos ha demostrado que no ha habido otra solución viable para ese camino. 
Hemos apoyado esa salida con muchísima convicción y fuerza; y hoy no hemos cambiado de opinión sobre 
ello. Inclusive, podría dar más ejemplos, pero me quedo por ahí en momentos en los que tanto se está 
rememorando la historia de hace veinte años, por ejemplo, a partir del homenaje a esa gran figura de la 
política nacional y del Partido Nacional, como era Wilson Ferreira, que nos ha rememorado esos tiempos. 
Aprovecho para señalar que fue muy bueno el discurso que hizo el señor Senador Heber en ese sentido. 
También debemos poner arriba de la mesa hechos que tienen que ver con nuestra fuerza política y sobre 
los cuales, al día de hoy y a pesar de haber transcurrido muchos años, mantenemos una línea de 
coherencia. 


En resumen, no hay duda de que, respetando la independencia de Poderes, vamos a acatar los 
fallos de la Suprema Corte de Justicia, como no puede ser de otra manera en un sistema republicano, 
democrático y de derecho como es el Uruguay. 


Otra cosa es analizar la realidad. Por ejemplo, que el señor Senador Alfie no se acuerde si el fallo 
fue unánime, discutido, polemizado o en los términos en los que recién señalaba con lujo de detalles el 
señor Senador Breccia, creo que le hace a la cosa. El señor Senador Alfie podrá decir que no, pero a mí 
me parece que sí. Todo esto tiene que ver, porque se relaciona con el análisis concreto de los datos 
concretos de la realidad en la que estamos inmersos. Además, creo que se trata de elementos a tener en 
cuenta y a incorporar a la hora en que el Poder Ejecutivo resuelva este tema. 


Por último, voy a dejar una constancia para la historia que luego veremos, acerca de dónde 
están, o no, los perjuicios sobre esta iniciativa. El tiempo lo dirá y, probablemente, el año que viene 
tendremos instancias en las que habrá más esclarecimiento. No digo que habrá una luz total, pero creo que 
va a existir un mayor esclarecimiento en las instancias venideras. No obstante, sí puedo señalar, a cuenta 
de mayor cantidad y teniendo en cuenta todo el tiempo que gastamos el año pasado para explicar la 
reforma tributaria, que desde que salieron los fallos de la Suprema Corte ha habido un aceleramiento de los 
tiempos políticos. Por mi parte, me afilio a la tesis de que hay épocas en las que los tiempos parecen años 
y hay otras en que los años parecen días. Me parece que se ha producido un aceleramiento de la 
comprensión en la opinión pública acerca del verdadero alcance que tiene la reforma tributaria y su 
particular concepción de la igualdad, que también es un tema opinable. La prueba está en que la tesis de 
igualdad que plantean los fallos en minoría es distinta a la de los fallos en mayoría. Es decir que hemos 
visto un aceleramiento y un avance de la conciencia política de la gente y no tuvimos la suerte de apreciar 
ni tuvimos la capacidad de convencerla durante todo el período en el que explicamos las bondades de la 
reforma tributaria. Por mi parte, aclaro que duermo destapado y muy tranquilo. No me animo a decir que 
de esto sacamos un perjuicio. La historia es dialéctica; hay dialéctica de distinto origen, pero la dialéctica es 
una categoría de análisis que en definitiva nos va a ayudar a clarificar la situación. 


En síntesis, vamos a acatar el fallo de derecho. Lo que está haciendo el Gobierno es tomarse un 
tiempo para analizar un tema complejo, resuelto en circunstancias complejas... 


SEÑOR HEBER.- ¿Cuánto tiempo se va a tomar? 


SEÑOR BARÁIBAR.- El que sea necesario, señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- ¿Dos años? 
SEÑOR BARÁIBAR.- El que sea necesario, señor Senador. 
Todo lo que, en definitiva, ayuda a la excelencia de la resolución. 


SEÑOR HEBER.- Pido disculpas a la Comisión ya que debo retirarme debido a que vamos a realizar la 
presentación de los logros del gobierno nacionalista, luego del desafío que públicamente ha hecho el 
Frente Amplio en cuanto a comparar los gobiernos. 


Por otra parte, debo expresar que estoy totalmente de acuerdo con el proyecto presentado por el 
señor Senador Alfie. 


SEÑOR ABREU.- Queremos ratificar la posición de que las decisiones de la Suprema Corte de Justicia, 
que es un Poder del Estado, tienen mayorías y minorías. Insisto en este tema. Los que ejercemos la 
profesión sabemos que los recursos de casación se dan como ganados y perdidos, tres a dos. A veces, he 
quedado festejando por los tres a favor y rumiando por los otros que he perdido. Pero lo importante es 
respetar el sistema constitucional de decisión de este órgano. Quiero manifestar esto, más allá de las 
discusiones políticas que se puedan realizar o los argumentos jurídicos que se puedan manejar, incluso, 
por parte de la propia minoría; pero no involucremos a la Suprema Corte de Justicia, ya que ésta es un 
Poder del Estado y ha tomado una decisión. Y, por otro lado, es un recurso de inconstitucionalidad que, 
como se sabe, se aplica para el caso específico y no tiene carácter general. Lo que sucede es que lo que el 
proyecto del Partido Colorado trata de interpretar son algunos principios del Derecho constitucional para 
plasmar, por la vía legislativa, lo que ha sido una decisión de carácter individual en un recurso de 
inconstitucionalidad. Por tanto, tenemos que decidir si acompañamos o no la propuesta. Considero que 
desde el punto de vista jurídico, más allá del mecanismo constitucional, el estar sujetos a las variaciones de 
las sentencias en función de lo que se produce por la integración de la Corte no es la mejor señal que se 
pueda emitir desde el punto de vista de la seguridad jurídica. También es cierto que son mecanismos 
naturales, y si el gobierno quiere recorrer esa vía, lo hará y, por ejemplo, se verán beneficiados, 
simplemente, los retirados militares, y quedarán por el camino los otros civiles. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador? 
SEÑOR ABREU.- Con mucho gusto. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: quisiera agregar un concepto a una frase que acaba de expresar el 
señor Senador: no es el mejor elemento de seguridad jurídica para una democracia que mayorías y 
minorías distintas estén modificando reformas tributarias. Estoy de acuerdo con eso. El estado de Derecho 
dice lo que dice, y eso hay que acatarlo y no está en discusión. 


¿Por qué solicité la interrupción? En Costa Rica, durante un año estuvieron discutiendo una 
reforma tributaria que se dice era fantástica -no conozco el detalle de la misma-, llegaron a un acuerdo, 
pero una vez aprobada, el Poder Judicial intervino y la dejó sin efecto. Entonces, de pronto, habría que 
reflexionar sobre alguna reforma constitucional, de manera de tener una seguridad jurídica en materia 
tributaria, lo cual nos permitirá tener un grado de tranquilidad mayor. 


SEÑOR ABREU.- Creo que es buena la reflexión del señor Senador Couriel, la cual va en el mismo sentido 
que la planteada por el señor Senador Breccia. Pero hay que tener presente que estos temas llevan su 
tiempo y que las reformas constitucionales de esta naturaleza tienen que ir de la mano de una cantidad de 
elementos que luego serán parte de un proyecto de reforma constitucional. Sin perjuicio de ello, que es 
parte del futuro e incluso hasta de la propia conveniencia jurídico política, las mayorías o minorías que se 
modifican, de acuerdo con ciertos temas en determinados órganos, pueden iniciar un proceso de casuística 
en el que después, para cada uno de los ciudadanos o de los diversos actores, parece que el tema es tan 
sensible como para que pueda ser objeto de alguna decisión. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


—En tercer lugar, y más allá de todo esto, creo que tenemos que ver cuál es el alcance jurídico, 
no el rédito político o la interpretación, que van y vienen. Inclusive, estamos a las puertas de ganar el 
Récord Guiness por ser la primera vez en la historia del mundo en que se está organizando una 
manifestación a favor de un impuesto. De todas maneras, si se produce, está muy bien porque también es 
parte del juego político. 


Creo que debemos reflexionar sobre esta iniciativa y el Gobierno también debe manejar estos 
aspectos porque es un tema político; estamos en la Comisión de Hacienda, simplemente tratando un 
proyecto de ley, pero debemos tener en cuenta la prudencia, que es muy importante. A veces, las 
declaraciones que se hacen son realmente preocupantes y, más allá de que cada uno tiene su licencia 
poética en este Uruguay tan democrático, llegan a tener mensajes de descalificación al sistema de 
separación de Poderes, que termina siendo un desprestigio para nuestro país. Además, el Uruguay cuenta 
con el privilegio, entre otras cosas, de ser reconocido por tener un Poder Judicial independiente y muy 
transparente en todas sus manifestaciones. De manera que, además de asumir nuestras 
responsabilidades, también cargaría con ellas al propio Gobierno para que sus actores principales se 
manejen con la debida prudencia y la cautela necesaria en lo que refiere a la calificación y al análisis de 
este tema, sobre todo teniendo en cuenta que estamos hablando del principio de separación de Poderes y, 
en particular, de un pronunciamiento de la Suprema Corte de Justicia cuya inconstitucionalidad ha sido 
marcada por una sentencia para un caso particular pero que motiva, de alguna forma, un proyecto de ley 
para igualar a otros que quedarían en una situación desventajosa, aunque tampoco es una violación de la 
Constitución. Simplemente se trata de buscar, a través de la ley, una determinada restauración de ciertas 
desigualdades que se puedan plantear por una sentencia de carácter particular. 


Era cuanto quería manifestar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Desearía hacer algunas reflexiones. 


Una vez presentado el proyecto de ley, creo que hay que entender que estamos viviendo un 
momento delicado, más allá de lo que se diga en la prensa. Nadie desconoce el pronunciamiento del Poder 
Judicial, de la Suprema Corte de Justicia, que muestra su independencia. Tampoco nadie podrá afirmar 
que el Poder Judicial está atado al Poder Ejecutivo ya que, reitero, ha demostrado su independencia. A su 
vez, estimo que hay que respetar los órganos, más allá de las mayorías. También es cierto que nadie 
puede obligar a los señores Legisladores a votar un proyecto de ley; el orden jurídico se da caso a caso, se 
está acatando, se va a devolver el dinero y en ese sentido no hay discusión alguna. 


El tema es —voy a hablar sólo sobre mi persona— saber por qué, en conjunto, estamos actuando 
con mucha tranquilidad. Me parece que acá se están jugando algunas cosas que van más allá de nuestro 
Gobierno. A la hora de recaudar, ¿puede el Gobierno poner impuestos a los jubilados? El Gobierno en su 
totalidad —porque tiene que votarlo el Parlamento-, ¿puede poner impuestos a los trabajadores? El 
pronunciamiento inicial del Fiscal de Corte Ubiría ahonda, si se lo estudia bien, en que ni a los asalariados 
—más allá del monto que ganaran- se les podría estar afectando con este impuesto. Entonces, estamos 
frente a un tema delicado. 


En segundo lugar, si bien la sentencia no lo dice —porque fue más restrictiva—, según todos los 
hechos de prensa que se conocen -y a esta altura no voy a desmentirlos- dos de los Jueces admitían que 
no se podían afectar las jubilaciones de ninguna manera. Por otro lado, la mayoría se conforma con un 
argumento —por supuesto que se declara inconstitucional- distinto al que esos dos Jueces tenían. 


Dentro del Estado uruguayo —no estoy hablando de la mayoría del Gobierno-, en el que todos 
somos iguales ante la ley, hay que generar un ámbito de certeza jurídica, pero el problema es que en este 
momento estamos dentro de una ciénaga. Entonces, el hecho de la secuencia puede determinar con 
certeza si se le puede poner o no a los jubilados esta carga tributaria. No es nuestro objetivo que unos 
paguen impuestos y otros no y que sea beneficiado sólo el que presentó el recurso; la idea es tener una 
normativa general, pero que no sea cuestionada nuevamente. El señor Senador Alfie señala —lo digo con 
todo respeto porque creo que su iniciativa es seria- que, en todo caso, habría que derogar este impuesto y 
presentar otro. Creo que cuando el Gobierno tome alguna medida tiene que ir a una solución final, por 
llamarla de alguna manera, y que no sea cuestionada —en la medida en que tenga las mayorías 
parlamentarias- por ningún otro ámbito de poder del Estado. Entonces, no se trata de considerar la 
secuencia de fallos que hizo la Suprema Corte de Justicia tal cual está integrada, sino la secuencia de 
fallos en la que había una declaratoria de constitucionalidad, unánime, del IRP —a nuestro entender, muy 
sólida, sin ninguna objeción de los Jueces-, que nos hacía suponer que esto no iba a ser cuestionado. 


También es cierto que otra gente y otros Legisladores, muy serios, cuando se fijó el IRP en los Gobiernos 
constitucionales, manifestaron que la intención era poner un impuesto temporal y no permanente. Lo cierto 
es que el Impuesto se aplicó y se pidió una declaración de inconstitucionalidad que no fue aceptada por la 
Suprema Corte de Justicia. Por lo tanto, teníamos aquella sentencia como antecedente. Se podrá decir que 
este impuesto no es igual al otro; que hay muchos jubilados que lo pagan porque tienen otras entradas y, 
entonces, de alguna forma se ven afectados porque el IRPF abarca todas las rentas y no sólo las 
jubilaciones. También pensamos que los recursos no iban a prosperar, pero prosperaron. Por otro lado, los 
argumentos de los Jueces que dieron su voto a favor, son distintos; prevaleció el argumento menos amplio. 
Eso lo demuestra la sentencia. Ahora nosotros tenemos que movernos para lograr encontrar una solución 
ante lo que establecen algunos artículos de la Constitución, en el sentido de que todos somos iguales ante 
la ley, para que no haya jubilados con determinados ingresos que paguen y otros no, si interpusieron el 
recurso correspondiente; queremos hacerlo con la tranquilidad de que sea una solución definitiva, por lo 
menos algunos Legisladores pensamos así. Lo digo con sinceridad: me moriría de la vergúenza si voto 
ahora esto, para luego volver a poner el impuesto —tal como dice el señor Senador Alfie aludiendo a que va 
a haber otra integración de la Suprema Corte-, y esperar a la Corte nueva oO a esta que va a estar 
sorteada. En ese caso, ¿qué hacemos? Tendríamos un costo político brutal, para que después venga otra 
Corte y haga otra declaración. No; mamarrachos, no. Vamos a movernos cuando estemos todos 
plenamente seguros de que la decisión que se tome sea derogar y reimplantar algo, es decir que las 
modificaciones que se realicen de los aspectos tributarios para todo el Uruguay sea una cosa definitiva. 


Creo que hay que esperar esa secuencia y ese es el espíritu. Si el señor Senador Alfie quiere 
que su proyecto de ley se envíe a diferentes órganos —entre ellos el propio Poder Ejecutivo- le daríamos el 
trámite, pero nosotros no queremos tomar ninguna decisión —más allá de que termine siendo esta, incluso 
pagando costos políticos—, a las apuradas. 


Se podrá entender nuestra posición o discrepar con ella, pero creo que estamos en un momento 
delicado si podemos estar conformando la situación de que bajo ningún concepto las pasividades se 
pueden tocar y a renglón seguido ir por alguno de los argumentos del Fiscal de Corte de que tampoco se 
pueden tocar. 


En ese sentido, entiendo que se toca un principio —cada uno puede pensar lo que quiera- y es el 
de que podemos ir a un mundo donde si yo tengo dinero me arreglo la seguridad privada, la salud 
acudiendo a lo privado, la educación también a nivel privado, cerco mi casa, es decir, me arreglo yo y el 
que está al lado, no me importa. Y nosotros no sólo no vamos en esa dirección, sino en la contraria, por 
cuanto no queremos y estamos intentando no acercarnos ni siquiera a tomar ese camino. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que hay cosas que ya se han afirmado y que naturalmente comparto, como la 
plena vigencia del principio de separación de Poderes y el hecho de que aquí estamos ante un 
pronunciamiento sobre la constitucionalidad de determinadas disposiciones de una ley. 


Todos sabemos que en nuestro régimen jurídico, el alcance de la declaración de 
inconstitucionalidad por parte de la Suprema Corte es para el caso concreto y no tiene un alcance genérico. 
En consecuencia, comparto el criterio de que aquí no estamos ante una ¡legalidad manifiesta porque 
naturalmente la decisión de la Corte, insisto, es para casos concretos y no tiene alcance genérico. 


De todas formas, se trata de un problema eminentemente político y, desde el punto de vista 
jurídico, roza determinados principios generales que son muy caros dentro de nuestra organización 
constitucional, como el principio de igualdad en las cargas públicas y el principio de la seguridad jurídica, 
porque no solamente esta situación deriva en una inequidad o falta de igualdad respecto de este tributo en 
particular dentro del ámbito de los pasivos, sino que además termina generando una situación de 
inseguridad jurídica. Además, parece lógica una solución política al problema. 


Por otra parte, también comparto la idea del señor Presidente en el sentido de que se trata de un 
tema delicado y que sienta precedente, porque es algo válido para los períodos de gobierno anteriores, 
para éste y para los futuros. Los partidos rotan, cambian: los que hoy son oposición, mañana pueden pasar 
a ser gobierno, como puede suceder lo inverso. Nuestra organización jurídica —e, incluso el constituyente 
así lo dispuso—, ha tenido especial cuidado en el tema tributario desde el momento en que lo reservó a la 
iniciativa del Poder Ejecutivo. Por algo es que nuestra Constitución así lo conservó desde la reforma de 
1966 en forma clara y terminante. Pero, como se trata de un problema eminentemente político, nos 
preocupa cuál es el camino que se va a seguir. Por ello, considero que el proyecto de ley presentado por 
los señores Senadores Alfie, Sanguinetti y Amaro es un aporte, o una idea que bien vale la pena explorar y 


estudiar. Precisamente, por ser la materia tributaria la que está en juego, importa mucho, y diría, es 
esencial el pronunciamiento y la posición que asuma el Poder Ejecutivo. 


Desde el punto de vista político nos preocupa que lo que el señor Presidente de la Comisión 
presenta —con razón— como un momento delicado y que requiere serenidad, no es precisamente lo que 
estamos percibiendo por determinados pronunciamientos del Poder Ejecutivo. Creo que por ser un 
momento delicado, en el que hay que conservar la serenidad, el Poder Ejecutivo debería buscar, pública o 
reservadamente, diálogo o contactos con las principales figuras de los partidos de la oposición, a los 
efectos de ver qué canal político se va a utilizar para manejar y encarrilar este problema y, sobre todo, para 
evitar nuevos pronunciamientos de la Suprema Corte de Justicia que vuelvan a generar una situación de 
mayor inseguridad e inestabilidad. Me parece que ese es el camino que debería y debe seguirse. No me 
parece correcto que se apueste a pronunciamientos públicos, a descalificaciones de la Corte y a 
convocatorias de movilización, porque si bien es posible que puedan ser muy útiles o resultar muy 
satisfactorias para determinadas reivindicaciones gremiales —dada la experiencia que naturalmente el 
Frente Amplio, como partido de izquierda, tiene en la historia política del país—-, no creo que correspondan 
en un tema tan delicado y reservado, donde se juegan aspectos muy importantes no sólo para este 
Gobierno sino para los que vendrán. En ese sentido, entiendo que el Poder Ejecutivo debería dar señales 
distintas a las que está dando en este momento. Por eso creo que esta iniciativa que tenemos encima de la 
mesa es para analizarla y considerarla como un aporte dentro de la situación actual. Además, apelamos a 
que el Poder Ejecutivo tenga una conducta en esta materia que sea acorde con la delicadeza y la gravedad 
de las circunstancias planteadas, de modo que a todos nos dé la tranquilidad que en días más o en días 
menos, encauce un camino de consenso que evite futuros problemas. A su vez, más allá de las 
discrepancias o concordancias que puede haber en temas puntuales o técnicos, por lo menos debe 
generarse un clima de consenso, de tranquilidad y de seguridad en las demás fuerzas políticas. Eso es lo 
que preocupa fundamentalmente hoy y lo que nosotros advertimos frente a este proyecto y frente al tema 
de fondo que en este momento está instalado en la opinión pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere dejar la siguiente constancia. Con respecto al argumento de que 
estarían beneficiados militares retirados de la dictadura, quiero decir que personalmente no me hace mella. 
Considero que el estado de Derecho lo construimos para que todos puedan hacer uso de sus derechos y 
exigirlos. Ellos fueron los que construyeron un Estado donde no había derechos; nosotros edificamos uno 
donde todos los ciudadanos son iguales ante la ley. 


SEÑOR ALFIE.- Justamente, el argumento al que hace referencia el señor Presidente no tiene sentido; de 
hecho, lo que caracteriza a los regímenes democráticos es que a todos les garantizamos los mismos 
derechos, aunque algunos no quieran garantizarnos los mismos derechos a nosotros. 


Quiero agregar algunos elementos puntuales que me parecen importantes. 


Por un lado, nosotros compartimos plenamente la preocupación por el tema impositivo. Sabemos 
que el Estado tiene que recaudar para cumplir los fines esenciales, los primarios y los modernos, y 
claramente somos los primeros en caminar en la dirección que señalaba el señor Presidente. Nosotros no 
queremos una sociedad partida; queremos educación, salud y seguridad para todos. Es más, somos 
conscientes de que, claramente, los que más sufren el problema de la inseguridad son los más humildes y 
no los que tienen más dinero. 


Por otro lado, entendemos que el Gobierno vaya despacio y que quiera asegurarse de que la 
solución final no sea nuevamente declarada inconstitucional, pero creemos que, si ese es el camino, 
implícitamente se nos está diciendo que, en cualquier caso, esta ley debe ser derogada y hay que elaborar 
otra, que será la solución final. Incluso, en algún momento nos pareció que se iba a optar por esa 
alternativa, porque creíamos que los principios de certeza de las cargas tributarias —principio fundamental 
de todo sistema tributario—, de igualdad ante la ley y de igualdad de tributación llevaban a que, en este 
momento, tuviéramos que legislar de esa manera, eliminando este impuesto para los pasivos. 
Naturalmente, si después el Poder Ejecutivo quiere fijar una imposición sobre las pasividades más altas o 
más bajas y asegurarse de que no sea declarada inconstitucional, está bien, pero nos parece que en 
cualquier caso este camino igualmente se va a recorrer. Entonces, no vemos cuál es el sentido de que 
cuando termine abril haya 2.000 ó 3.000 pasivos que no reciban descuentos y 130.000 que sí los reciban. 
En definitiva, esta es la situación que se va a plantear y está muy claro que va a generar molestias. No es 
tan fácil para la gente entender estas cosas; es bien difícil. Seguramente a todos nosotros nos ha pasado 
que alguna persona nos pare en la calle, en la feria o en el supermercado y nos pregunte por su situación 


personal. Nos parece que, como dicen los ingleses, el nivel de igualdad o el campo de juego nivelado 
desde el primer momento es lo mejor en este caso. 


Por último, el señor Senador Breccia hacía un llamado a la prudencia. Nosotros creemos que 
hemos sido totalmente prudentes en nuestras manifestaciones. En ningún momento usamos términos 
populistas —por decirlo de alguna manera-—, sino que siempre nos basamos en este proyecto. Es más, no 
dijimos nada hasta tener el proyecto entero para saber exactamente dónde estaban las cosas. No me 
parece que sea un tema de oportunismo político. Se podrá discutir, pero creo que me pueden decir 
cualquier cosa menos que sea un oportunista político; incluso, en mi partido me critican por ser todo lo 
contrario. 


SEÑOR BRECCIA.- Aclaro que dije que se buscaba un rédito político, pero legítimo; en ningún momento 
hablé de oportunismo político. 


SEÑOR ALFIE.- Justamente todos debemos manejarnos con prudencia. Sin embargo, tal como se ha 
señalado, las manifestaciones hechas por el Poder Ejecutivo y algunos señores Legisladores no han sido 
las más prudentes. En general, dichas expresiones provinieron del Gobierno y del sector del señor Senador 
Breccia. Hoy en día se puede leer en la prensa lo que dice un Diputado de ese sector en el sentido de que 
a partir de ahora no se le va a dar ni un peso al Poder Judicial porque falla en cosas que dicho sector no 
considera justas, lo cual es para preocuparse mucho. Entiendo que es una situación que puede enojar o 
complicar, pero pido que cada uno de nosotros, en el marco de este llamado a la prudencia que 
compartimos y que hemos practicado desde siempre, internamente trate de moderar esas expresiones que 
tienen una innegable influencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué curso se sugiere para este asunto? 
SEÑOR ALFIE.- El curso queda a resolución de la Comisión. 


Nuestra propuesta es estudiar el tema, en la medida en que haya una clara voluntad de considerar 
que ahora este es el camino. Si vamos a sustituirlo, quizás lo hagamos en el medio, es decir, lo planteemos 
antes de que sea aprobado este proyecto de ley. Si por el contrario se decide esperar, es preferible que se 
guarde como otro proyecto, porque discutirlo o tratarlo solo por tratarlo no nos parece lo más adecuado. En 
realidad, esperábamos que en Comisión se acordara tratarlo y aprobarlo; incluso pensábamos que tal vez 
el Poder Ejecutivo propondría una alternativa intermedia junto con este proyecto de ley. Por eso decimos 
que la base de esta contribución está en función de los dictámenes. Reitero que quedamos a la espera de 
lo que resuelva esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 32 minutos) 
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